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1. INTRODUCCIÓN 
Recientemente he vivido dos situaciones en las que he podido 
comprobar el cambio de significado del término laico en los últi-
mos años: La primera tuvo lugar cuando, con ocasión de la muer-
te de Juan Pablo 11, se produjo la situación de sede vacante y la 
consiguiente necesidad de elegir un sucesor. Dediqué en esos 
días una clase a explicar el procedimiento de elección del Roma-
no Pontífice! , y al hacer mención de que la elección podía recaer 
sobre un laic02, rápidamente un alumno reaccionó diciendo que 
eso era imposible, que cómo iba a poder ser elegido como Papa 
de la Iglesia católica un laico, le insistí en que sí, que basta con 
ser un varón capaz de ser consagrado obispo. Era tal su perpleji-
dad e insistencia, que finalmente me di cuenta que aquel alumno 
de quinto curso de Licenciatura pensaba que "laico" era un "no 
creyente" . En modo alguno se le pasaba por la mente un concep-
to de laico, en el sentido que se da al término cuando se habla de 
la laicidad del Estado, como contrapuesto al sistema de unión o 
1. Constitución Apostólica Universi Dominici Gregis, promulgada el 
22.11.1996. 
2. Sobre el tema, cfr. R. NAVARRO-VALLS, "La elección del Romano Pontí-
fice", en Anales de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación (2004), 
p.210. 
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"alianza entre el altar y el trono"3; y menos aún, entraba en su es-
quema mental que "laico" es el termino empleado dentro de la 
propia Iglesia católica para designar a los fieles que no han reci-
bido el sacramento del orden4 • 
Paso a relatar la otra situación vivida en la que se empleaba "lai-
co" para designar a una persona alejada de la práctica religiosa. Se 
trataba de una comida en homenaje a un común amigo, en la que 
un colega, con en el he compartido más de una década de experien-
cia universitaria, me decía en tono de confidencia: - "ya sabes que 
yo soy laico, pero pienso que debe haber algún tipo de trascenden-
cia". Y pasó a contarme dos experiencias de su vida (una de la leja-
na infancia y otra más reciente), que suponían para él la certeza de 
que hay otra vida en el más allá. Como nos conocemos bastante 
(sabemos mutuamente nuestro pensamiento y nuestro estilo de 
vida), lo que estaba tratando de decirme, obviamente, no era que no 
estaba ordenado sacerdote, sino simplemente poniéndome sobre 
aviso de que no le fuera ya a dar por "persona creyente en toda re-
gla" por las dos experiencias que me pensaba contar a continua-
ción. Estas dos personas, como otras tantas, quizá sean lectores 
de algunos diarios en los que "laico" se opone a "persona creyen-
te" o a "católico"5. En uno y otro caso, "laico" es entendido como 
3. S. BORDONALI, "Sulla 'laicita' dell'ora di religione cattolica", en Il Di-
ritto difamiglia e delle Persone (198912), p. 453 Y la bibliografía allí citada. 
4. Sobre las obligaciones y derechos de los laicos en el ordenamiento ca-
nónico, cfr.: ce . 224 y ss. del CIC. 
5. Con ocasión del debate social en tomo a la Ley Orgánica de Educación, 
actualmente en trámite parlamentario, es frecuente que se oponga en la prensa 
"padres laicos" y "padres católicos", sin aclaración alguna de qué son "padres 
laicos". No faltan, sin embargo, intentos de definición del término también en 
la prensa diaria, J. M. MARTÍN PATINO, "Crisis del Estado laico", en ABC 
(13.VII.2005), p. 3, "el reconocimiento de la laicidad del Estado fue fruto de 
una decisión política. La confesionalidad ahoga las conciencias; el laicismo 
contradice la neutralidad del poder político. La secularización nació y se des-
arrolló como un proceso cultural conforme a las leyes societarias, sin necesi-
dad de leyes parlamentarias ni decisión colectiva explícita. Laicidad y secula-
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persona ajena a lo religioso, persona que no practica ninguna re-
ligión. 
Habitualmente los juristas, al hablar de la laicidad del Estado 
solemos dar por supuesto que como la laicidad es un concepto en 
gran medida técnico, y propio del lenguaje jurídico, cabe su ex-
plicación como se podría definir la hipoteca, o, si se prefiere, 
como se podría enunciar el principio de jerarquía normativa. Es 
decir, como si se pudiera hablar de "laicidad" sin una idea previa 
en nuestro interlocutor, y en mi opinión esto hoy no es así6• El 
discurso sobre el Estado laico, no siempre se está refiriendo a la 
ausencia de contenidos confesionales dentro de las instituciones 
del Estado. Con frecuencia, en el debate de la "laicidad" hoy lo 
que está en juego es el rechazo a priori de una ética en la vida pú-
blica que tenga origen religioso? 
Ante esta situación, conviene tener presente, que el Derecho se 
sirve del lenguaje general, porque se dirige a los ciudadanos y de-
sea ser entendido por ellos. Aunque se sirva además de un lengua-
je técnico-jurídico, en el que se puede expresar con más precisión 
y que le permite ahorrarse múltiples aclaraciones circunstanciales, 
también ese lenguaje técnico se apoya en el lenguaje general. 
Puesto que el Derecho atañe a todos, no puede renunciar a un mí-
nimo de comprensibilidad general. El lenguaje de las leyes y de 
la jurisprudencia no puede alejarse tanto del uso general del len-
rización son fenómenos bien distintos aunque se hayan producido de forma pa-
ralela. El Estado británico es confesional y se entiende perfectamente con una 
sociedad altamente secularizada". Cfr. también M. FERNÁNDEZ ENGUITA, "Ni 
confesionalismo ni laicismo", en El País (28.111.2005), p. 34. 
6. J. BAUBÉROT, Lalcité 1905-2005, entre passion et raisson, Paris, 2004, 
p. 11, llama la atención sobre la necesidad de adaptar el discurso sobre la laici-
dad, distinguiendo entre el lector ciudadano y el especialista; a la vez, apuesta 
por un tratamiento que intente superar esa al menos aparente incomunicación 
entre los dos grupos de destinatarios. 
7. A. OLLERO, Democracia y convicciones en una sociedad plural, Pam-
plona, 2001, pp. 40 Y ss. 
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guaje como ocurre en otras ciencias. El lenguaje jurídico es un 
caso especial del lenguaje general8 , y no un lenguaje de signos to-
talmente desligado de éste9 • En consecuencia, no es capaz de al-
canzar la exactitud del lenguaje simbólico 10 • Pero aun reconocien-
do esta dificultad o quizá, más propiamente, esta cualidad del 
lenguaje jurídico, no cabe ignorar, por una parte, que la unidad 
del ordenamiento jurídico prohíbe las contradicciones valorativas 
internas ll y, por otra, que aunque el lenguaje usado por el legisla-
dor o el juez no sea un lenguaje riguroso, ello no significa que sea 
un lenguaje sin sentido, ni siquiera que sea tan ambiguo o vago 
como el lenguaje común. El lenguaje usado por el legislador ha 
sido ya elaborado en una larga tradición y construido por juristas. 
En palabras de Savigny, la existencia del Derecho se hace cada 
vez más artificiosa y complicada, conservando un doble aspecto: 
al mismo tiempo que sigue siendo la vida del pueblo, es también 
una ciencia particular en manos de los juristas12 • Por consiguien-
te, al menos en las legislaciones modernas, la lengua en la cual se 
8. K. LARENZ, Metodología de la Ciencia del Derecho, trad. esp. de M. 
Rodríguez Molinero, Barcelona et alt., 1980, p. 308. 
9. H. L. A. HART, "Definizione e Teoria in 'Jurisprudence''', en U. SCAR-
PELLI; P. DI LUCIA (eds.), Illinguaggio del Diritto, Milano, 1994, p. 136 anota 
que el lenguaje utilizado para enunciar y aplicar las normas jurídicas constitu-
ye un sector particular del discurso humano que sólo puede ser traspasado bajo 
pena de la confusión mental. 
10. K. LARENZ, Metodología ... , pp. 316 y ss. Señala también la imposibili-
dad de que el lenguaje jurídico sea un lenguaje exclusivamente entendido por 
especialistas, P. KIRCHOF, Die Bestimmtheit und Offenheit der Rechtssprache, 
Berlin-New York, 1987, p. 5. 
11. P. KIRCHOF, Die Bestimmtheit ... , p. 31. N. BOBBIO, "Sciencia del Dirit-
to e analisi del linguaggio" , en U. SCARPELLI; P. DI LUCIA (eds.), Illinguaggio 
del Diritto, Milano, 1994, p. 100. 
12. F. C. VON SAVIGNY, "Grammatica del Diritto", en U. SCARPELLI; P. DI 
LUCIA (eds.), Illinguaggio del Diritto, Milano, 1994, p. 56, el Derecho perfec-
ciona cada vez más su propio lenguaje, tomando una orientación Científica, y 
si primero vivía en la conciencia del pueblo ahora vive en la conciencia de los 
juristas, a través de ellos el pueblo viene a ser representado en esta función. 
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formulan las proposiciones normativas no es ya la lengua común-
mente hablada, sino una lengua técnica en cierta medida 13 • 
Si ni siquiera entre los juristas especializados en estos temas se 
da un uso riguroso del término "laicidad" de modo que se emplee 
un solo significante para designar un solo significado -lo mismo 
designa el sistema opuesto al de alianza entre "el altar y el trono" , 
que el rechazo en la vida pública de toda ética de origen religio-
so-, no debe extrañar que el uso común y el jurídico tampoco 
sean coincidentes 14. A la falta de claridad contribuye también el 
que con relativa frecuencia la vida no transcurre según la "laici-
dad" o la "confesionalidad" proclamada por la norma constitucio-
naPs. 
En suma, parece que la confusión es notoria, por una parte, y, 
por otra, los esfuerzos por tratar de definir seriamente la laicidad 
y distinguirla de la aconfesionalidad, la neutralidad, y el laicismo 
han sido abundantes l6 • Se evita aquí proponer una perfilada no-
13 . N. BOBBIO, "S ciencia del Diritto .. . ", cit., pp. 97-98, señala que la len-
gua jurídica será más o menos rigurosa, según el mayor o menor desarrollo de 
la jurisprudencia en los diversos países y de la mayor o menor capacidad de la 
legislación de asimilar los resultados del trabajo de los juristas . 
14. A. HERNÁNDEZ GIL, El lenguaje del Código civil, Madrid, 1988, p. 33, 
ha puesto de manifiesto la estrecha relación entre Derecho y lenguaje ("el de-
recho es lenguaje y el derecho es como el lenguaje"), resaltando que a su fun-
ción significativo-comunicativa aparecen asociadas su capacidad de penetra-
ción y aplicación. 
15. Así, la Constitución de la República Federal de Nigeria proclama en su 
arto 10 que "ni el Gobierno de la Federación ni el de los Estados, adoptarán re-
ligión alguna como oficial" (cfr.: A. M. VEGA GUTIÉRREZ et alt., Religión y li-
bertadesfundamentales en los países de Naciones Unidas: textos constitucio-
nales, Granada, 2003, p. 788) pero no obstante, conocemos que en algunos 
Estados de la Federación se aplica la Sharia o ley islámica (al menos, el casti-
go de lapidación a las mujeres adúlteras) , mientras que en el Reino Unido sien-
do un Estado confesional (ibidem, p. 922), parece que la garantía de la libertad 
religiosa individual es sin duda mayor. 
16. Además de la bibliografía que se cita en este trabajo , entre la copiosa 
doctrina sobre el tema, cfr., p. ej.: P. J. VILADRICH, "Los· principios informado-
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ción de laicidad puesto que el uso del término, incluso dentro de 
la doctrina y de los tribunales, es ajeno a esa "pureza" terminoló-
gica esforzadamente elaborada. O al menos, estimamos aconseja-
ble esperar a ver si las propuestas de redefinición hechas por 
otros colegas tienen éxito1?, para ello nos abstenemos de ofrecer 
una propia. De este modo, se evita cualquier interferencia, favo-
reciendo que alguna de las ya propuestas triunfe. 
Así pues, en este trabajo se renuncia a la pretensión de defi-
nir la laicidad, intentando establecer diferencias con otros tér-
minos. Nos parece que puesto que la jurisprudencia no estable-
ce diferencias significativas entre laicidad, aconfesionalidadl8 y 
res del Derecho eclesiástico español", en VV.AA., Derecho eclesiástico del Es-
tado español, Pamplona, 1980, pp. 211 Y ss (y las sucesivas actualizaciones de 
esta obra). E. MOLANo, "La laicidad del Estado en la Constitución española", 
en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado, 2 (1986), pp. 239 Y ss. J. FE-
RRER ORTIZ, "Laicidad del Estado y cooperación con las confesiones", en 
Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado, 3 (1987), pp. 237 Y ss. A. FER-
NÁNDEZ-CORONADO, "Laicidad", en Enciclopedia Jurídica Básica, vol. I1I, Ma-
drid, 1995, pp. 3913 Y ss. 1. BRIONES, "Hacia un concepto de laicidad", en J. 
GOTI ORTEÑANA (coord.), Secularización y laicidad en la experiencia demo-
crática moderna, San Sebastián, 1996, pp. 161 Y ss. R. NAVARRO-VALLS, "Lai-
cidad, tolerancia y libertad religiosa", en F. FUENTE ALCÁNTARA (coord.), Cul-
tura de la tolerancia, Madrid, 1996, pp. 185 Y ss. D. LLAMAZARES FERNÁNDEZ, 
"A vueltas con la laicidad", en VV.AA., Estudios jurídicos en homenaje Vidal 
Guitarte, vol. 2, Valencia, 1999, pp. 489 Y ss. J. CALVO-ÁLVAREZ, Los princi-
pios del Derecho eclesiástico español en las sentencias del Tribunal constitu-
cional, Pamplona, 1999, especialmente pp. 97 Y ss. 
17. Para Ollero, determinar si el Estado español es o no laico, requiere un 
doble análisis: ahondar en la concreta regulación de los derechos y libertades 
en la Constitución de 1978, Y determinar qué hemos de entender por laico A. 
OLLERO, España: ¿un Estado laico? La libertad religiosa en perspectiva cons-
titucional, Pamplona, 2005, p . 17. Entiende por laicismo el diseño de Estado 
como absolutamente ajeno al fenómeno religioso (ibidem). 
18. STC 1/1981, habla de la aconfesionalidad como un principio, sin más. 
Un estudio de este pronunciamiento, puede verse en M. T. ARECES, El princi-
pio de laicidad en las jurisprudencias española y francesa, Lleida, 2003, pp. 
38 Y ss. Por su parte, la STC 19/1985, de 13 de febrero FJ 4 emplea igualmen-
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neutralidad19 , se pueden seguir utilizando indistintamente en 
adelante20 • Quizá sea más útil emplear esos términos como sinó-
te el término aconfesionalidad: " ... el descanso semanal es una institución secu-
lar y laboral, que si comprende el domingo como regla general de descanso se-
manal era porque este día de la semana es el consagrado por la tradición". ( ... ) 
Esta secularización -no podría ser de otro modo- dada la aconfesionalidad que 
proclama el arto 16 de la Constitución, se mantiene en el arto 37,1 del Estatuto 
de los trabajadores, que dispone "que los trabajadores tendrán derecho a un 
descanso mínimo semanal de día y medio ininterrumpido que, como regla ge-
neral, comprenderá la tarde del sábado o en su caso la mañana del lunes y el día 
completo del domingo" (ibidem, p. 61). Asimismo, la Sentencia del TS de 23 
de septiembre de 1988: " ... La facultad de eregir un seminario mayor o menos 
incumbe al Obispo diocesano cuyas específicas atribuciones están reconocidas 
por el Estado español en el Acuerdo con la Santa Sede de 1979, sobre asuntos 
jurídicos, de forma que aquel reconoce personalidad jurídico-civil y plena ca-
pacidad de obrar a los seminarios eregidos antes de la entrada en vigor de es-
tos acuerdos, dándose la circunstancia de que el seminario de Segorbe se re-
monta al s. XVII, sin olvidar que el arto 16 de la CE después de garantizar la 
libertad religiosa y proclamar la 'aconfesionalidad' del Estado establece en el 
segundo párrafo de su apartado 3 que 'los poderes públicos tendrán en cuenta 
las creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes 
relación es de cooperación con la Iglesia católica y las demás confesiones ", 
(Véase el comentario de M. T. ARECES, El principio de laicidad ... , p. 149). El 
TS en su sentencia de 20 de septiembre de 1993 afirmó, empleando nuevamen-
te este término, que "en este orden de ideas conviene retener que el derecho a 
la libertad religiosa de cada persona comprende también, en general y especí-
ficamente en un Estado que se declara aconfesional (art. 16,3 CE), el de recha-
zar cualquier actitud religiosa del Estado en relación con la persona y por ello 
en conexión con la libertad de enseñanza que reconoce y regula el arto 27 CE, 
la obligación de los poderes públicos de no imponer coactivamente el estudio 
de una confesión ideológica o religiosa determinada, al menos con contenido 
apologético y no puramente informativo". 
19. STC 13 de febrero de 1981, que resolvió el recurso de inconstituciona-
lidad contra varios preceptos de la LOECE, dijo en su FJ 9: "un sistema jurídi-
co político basado en el pluralismo, la libertad ideológica y religiosa de los in-
dividuos y la aconfesionalidad del Estado, todas las instituciones públicas y 
muy especialmente los centros docentes, han de ser, en efecto, ideológicamen-
te neutrales. Esta neutralidad, que no impide la organización en los centros pú-
blicos de enseñanza de seguimiento libre para hacer posible el derecho de los 
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nimos21 e intentar aproximarnos su contenido, y a su eficacia 
normativa en cuanto principio. Aunque no falten autores que 
padres a elegir para sus hijos la formación religiosa y moral que esté de acuer-
do con sus propias convicciones, es una característica necesaria de cada uno de 
los puestos docentes integrados en el centro y no el hipotético resultado de la 
casual coincidencia en el mismo centro y frente a los mismos alumnos de pro-
fesores de distinta orientación ideológica, cuyas enseñanzas se neutralicen re-
cíprocamente. La neutralidad ideológica de la enseñanza en los centros escola-
res públicos regulados por la LOECE impone a los docentes que en ellos 
desempeñan su función una obligación de renuncia a cualquier forma de adoc-
trinamiento ideológico, que es la única actitud compatible con el respeto a la li-
bertad de las familias, que por decisión libre o forzada por las circunstancias no 
han elegido para sus hijos centros docentes con una orientación ideológica de-
terminada y explícita" . STC 13 de febrero de 1981, FJ 9: ... "Esta neutralidad 
que no impide la organización en los centros públicos de enseñanza de segui-
miento libre para hacer posible el derecho de los padres a elegir para sus hijos 
la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias conviccio-
nes es una característica necesaria de cada uno de los puestos docentes integra-
dos en el centro ... ". 
20 . Paradigmático de este uso indistinto por parte del TC es la siguiente 
cita: STC 154/2002, de 18 de julio, FJ 6 "En su dimensión objetiva la libertad 
religiosa comporta una doble exigencia, a que se refiere el arto 16,3 de la CE; 
por un lado, la neutralidad de los poderes públicos insita en la aconfesionalidad 
del Estado; por otro lado, al mantenimiento de relaciones de cooperación de los 
poderes públicos con las diversas iglesias. En este sentido, ya dijimos en la 
STC 46/2001, de 15 de febrero FJ 4, que 'el arto 16,3 de la Constitución tras 
formular una declaración de neutralidad (SSTC 340/1993, de 16 de noviembre 
y 177/1996, de 11 de noviembre), considera al componente religioso percepti-
ble en la sociedad española y ordena a los poderes públicos mantener «las con-
siguientes relaciones de cooperación con la Iglesia católica y las demás confe-
siones» introduciéndose de este modo una idea de aconfesionalidad o laicidad 
positiva que veda cualquier tipo de confusión entre funciones religiosas y esta-
tales' (STC 177/1996)". 
21. Una buena parte de la doctrina, así lo hace, por ejemplo J. MARTÍNEZ 
TORRÓN, Religión, Derecho y Sociedad, Granada, 1999, p. 178, utiliza neutra-
lidad y laicidad como sinónimos. Por nuestra parte, en su día nos pronuncia-
mos por el uso indistinto, M. J. ROCA, "La neutralidad del Estado . Orígenes 
doctrinales y situación actual en la jurisprudencia" , en Revista Española de De-
recho Constitucional, núm. 48 (1996) , pp. 253-254. 
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critiquen este US022 , preferimos abordar nuestro estudio partien-
do de aquellos contenidos en los que resulta claro que "eso es 
laicidad" (ámbito de certeza positivo), y también en los que la 
jurisprudencia ha declarado "eso no es laicidad" (ámbito de cer-
I 
teza negativo). Ciertamente, un conocimiento adecuado de la 
laicidad resulta incompleto sin una aproximación histórica, 
pues como se ha señalado, pocas materias están tan fuertemente 
influidas por la historia como la de las relaciones Iglesia-Esta-
d023 • Para un conocimiento histórico puede acudirse a otros es-
tudios24 , en el presente trabajo nos limitaremos al estudio de su 
actual contenido (apartado 2.) y su función jurídica (apartado 
3.), para apuntar después algunas consecuencias prácticas de es-
tos postulados teóricos (apartado 4.). 
22. M.T. ARECES, El principio de laicidad ... , p. 65, deduce del texto men-
cionado en la nota anterior las diferencias entre neutralidad y aconfesionalidad 
o laicidad, aunque reconoce que el uso de los términos por el TC no es unívo-
co, tampoco con posterioridad a este pronunciamiento. A juicio de esta autora 
los términos no son sinónimos (p. 66) Y por ello critica este uso indistinto por 
parte de los tribunales (p. 67; pp. 89 Y ss.) J. CALVO-ALVAREZ, Los principios ... , 
prefiere el término "aconfesionalidad", pp. 98 Y ss. 
23. M. J. RocA, "Los sistemas de Europa occidental", en Manuales para el 
estudio del Derecho, www.iustel.com. F. PÉREZ-MADRID, "Los principios con-
cordatarios en los comienzos del siglo XXI", en J. M. V ÁZQUEZ GARCfA-PE-
ÑUELA (ed.), Los concordatos: pasado y futuro. Actas del simposio internacio-
nal de Derecho concordatario. Almería 12-14 de noviembre de 2003, Granada, 
2004, p. 517. 
24. Contiene una síntesis histórica del origen de la laicidad francesa e ita-
liana (siguiendo en el caso italiano la triple influencia ya señalada por Jemolo, 
de los enciclopedistas, la ilustración alemana y el empirismo anglosajón), F. FI-
NOCCHIARO, "Alle origini della laicita statale", en Il Diritto ecclesiastico 
(2002), pp. 1257 Y ss. Específicamente de la laicidad referida a la escuela fran-
cesa F. FINOCCHIARO, "Laicita e riforme scolastiche in Francia nella III Repub-
blica", en Il Diritto ecclesiastico (2002), pp. 803 Y ss. Para un estudio históri-
co de la ley francesa de separación, cfr.: A. BOYER, 1905: La Séparation 
Églises-État. De la guerre au dialogue, Paris, 2004. Sobre los orígenes de la 
neutralidad en Alemania M. J. ROCA, La neutralidad del Estado. Orígenes doc-
trinales ... , pp. 251 Y ss. 
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2. APROXIMACIÓN AL CONTENIDO DEL PRINCIPIO DE LAICIDAD 
No resulta del todo adecuado el recurso a la teoría de los con-
ceptos jurídicos indeterminados, para intentar conocer cuál sea el 
contenido del término "laicidad" , aplicado al Estado y a los pode-
res públicos. Hemos acudido a esta teoría al ocuparnos del con-
cepto "fines religiosos"25 o del concepto de "tolerancia"26, pero 
ahora no resultaría oportuno, pues la laicidad no entra dentro de 
la descripción de ningún supuesto de hecho, al que se aplique 
después una determinada consecuencia jurídica. Resulta unáni-
memente aceptado por la doctrina que la laicidad es un principio. 
Como es sabido, la conformación de los principios constituc~ona­
les (y la laicidad tiene este rango) se produce mediante la labor de 
la doctrina y la jurisprudencia27 , pues bien, vamos a tratar de for-
mular algunas proposiciones jurídicas en las que se concreta este 
principi028 • 
25. M. J. ROCA, "Aproximación al concepto de fines religiosos", en Revis-
ta de Administración pública, 132 (1993), pp. 447 Y ss. IDEM, "La interpreta-
ción del concepto de fines religiosos y la discrecionalidad administrativa" , en 
Anuario de Derecho Eclesiástico de Estado, 14 (1998), pp. 463 Y ss. 
26. M. J. ROCA, "¿Qué se entiende por tolerancia en el Derecho español? 
Análisis de la doctrina y de la jurisprudencia", en Revista de Administración 
Pública, 152 (2000), pp. 203 Y ss. 
27. M. ARAGÓN REYES, "La eficacia jurídica del principio democrático", 
en Revista española de Derecho constitucional, 24 (1988), p. 13. 
28. Sobre la necesidad de que lo principios jurídicos se concreten en pro-
posiciones normativas, cfr.: K. LARENZ, Richtiges Recht - Grundzüge einer 
Rechtsethik, München, 1979, p. 26. E. GARCÍA DE ENTERRÍA, Reflexiones sobre 
la ley y los principios generales del Derecho, Madrid, 1984, reimpr. 1996, 
p.40. 
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2.1. Proposiciones normativas en las que se expresa 
el contenido positivo 
Si atendemos al texto constitucional y a los pronunciamientos 
jurisprudenciales, es seguro que laicidad significa que ninguna 
confesión tendrá carácter estataF9. Junto a esta primera afirma-
ción hay otras tres que caracterizan la actuación de un Estado que 
se define como laico, y que nuestro Tribunal constitucional ha 
formulado en los siguientes términos: 
a) Actitud positiva del Estado respecto a las manifestaciones 
colectivas de la libertad religiosa30 • 
b) Atención del Estado al pluralismo de creencias existente en 
la sociedad3) • 
29. STC 46/2001 FJ 7: ... "a) de una parte, el que surge del propio artículo 
16 CE, conforme al cual el Estado y los poderes públicos han de adoptar ante 
el hecho religioso una actitud de abstención o neutralidad, que se traduce en el 
mandato de que ninguna confesión tendrá carácter estatal, contenido en el apar-
tado 3, inciso primero de dicho precepto constitucional". M. T. ARECES, El 
principio de laicidad ... , p. 84. 
30. STC 46/2001 FJ 4: "Como especial expresión de tal actitud positiva 
respecto del ejercicio colectivo de la libertad religiosa en sus plurales manifes-
taciones o conductas el arto 16,3 de la Constitución, tras formular una declara-
ción de neutralidad (SSTC 340/1993, de 16 de noviembre y 177/1996, de 11 de 
noviembre), considera el componente religioso perceptible en la sociedad es-
pañola y ordena a los poderes públicos mantener 'las consiguientes relaciones 
de cooperación con la Iglesia católica y las demás confesiones ' , introduciendo 
de este modo una idea de aconfesionalidad o laicidad positiva, que 'veda cual-
quier tipo de confusión entre fines religiosos y estatales' (STC 177/1996)". 
31. STC 340/1993 FJ 4 (inconstitucionalidad sobrevenida de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos) "En primer lugar ha de tenerse en cuenta que los tér-
minos empleados por el inciso inicial del artículo 16,3 CE, no sólo expresan el 
carácter no confesional del Estado en atención al pluralismo de creencias exis-
tente en la sociedad española y la garantía de la libertad religiosa de todos re-
conocida en los apartados 1 y 2 de este precepto constitucional. Al determinar 
que 'ninguna confesión tendrá carácter estatal' cabe estimar que el constituyen-
te ha querido expresar, además que las confesiones religiosas en ningún caso 
pueden trascender los fines que les son propios y ser equiparadas al Estado, 
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c) Laicidad supone también que el Estado no tiene obligación 
de asumir como propios los valores religiosos32 • 
2.2. Proposiciones normativas en las que se expresa 
el contenido negativo 
La delimitación de un concepto indeterminado tiene también 
lo que podríamos llamar un círculo externo, que marca el límite 
negativo: es seguro que "eso" no forma parte del contenido de la 
laicidad. Cabe señalar como ámbito de certeza negativa, las si-
guientes proposiciones recogidas de la jurisprudencia del TC: 
a) No es laicidad la confusión entre funciones religiosas y 
funciones estatales. Así se proclama en reiteradas ocasiones33 • 
ocupando una igual posición jurídica; pues como se ha dicho en la STC 
24/1982 FJ 1, el arto 16,3 CE 'veda cualquier tipo de confusión entre funciones 
religiosas y funciones estatales' ... ". Un estudio de esta sentencia, puede verse 
en M. T. AREcEs, El principio de laicidad ... , p. 76. 
32. El Auto del TC de 31 de octubre de 1984 se pronunció sobre la posible 
inconstitucionalidad de la aplicación del divorcio a los matrimonios canónicos, 
diciendo que "el reconocimiento del matrimonio contraídos según las normas 
del Derecho canónico no supone la asunción por el Estado de las característi-
cas y propiedades que la Iglesia católica asigna al matrimonio en su propio fue-
ro, dado que por su carácter pluralista y aconfesional, el Estado no viene obli-
gado a trasladar a la esfera jurídico civil los principios o valores religiosos que 
gravan la conciencia de determinados fieles". Un comentario de este pronun-
ciamiento, puede verse en R. NAVARRO-VALLS, "El matrimonio concordatario 
ante el Derecho español y el Derecho italiano" , en Anuario de Derecho Ecle-
siástico del Estado, 4 (1988), pp. 255 Y ss. 
33. STC 24/1982, de 13 de mayo, FJ 1: "El arto 16,3 de la Constitución 
proclama que ninguna confesión tendrá carácter estatal e impide por ende 
como dicen los recurrentes que los valores o intereses religiosos se erijan en 
parámetros para medir la legitimidad o justicia de las normas y actos de los po-
deres públicos. Al mismo el citado precepto constitucional veda cualquier,tipo 
de confusión entre funciones religiosas y funciones estatales". M. T. AREcEs, 
El principio de laicidad ... , p. 51, comenta esta sentencia. Vid . también J .M. 
CONTRERAS MAZARIO, "La asistencia religiosa a los miembros católicos de las 
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b) La laicidad no supone una total incomunicación entre el 
Estado y las diversas confesiones religiosas34 • 
c) La laicidad no impide que las creencias religiosas puedan 
ser objeto de protección35 • 
2.3. La laicidad como principio relacional 
Entre las proposiciones que expresan el contenido positivo y el 
contenido negativo del principio de laicidad, queda una zona en 
la que la virtualidad del principio de laicidad no tiene formulacio-
Fuerzas armadas en la Ley reguladora del Régimen del personal militar", en 
Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado, 6 (1990), pp. 49 Y ss. En el mis-
mo sentido, la STC 117/1996, de 13 de mayo, FI 9 infine: "Por su parte el arto 
16,3 de la CE al disponer que ' ninguna confesión tendrá carácter estatal', es-
tablece un principio de neutralidad de los poderes públicos en materia religio-
sa, que como se declaró ( .. . ) veda cualquier tipo de confusión entre funciones 
religiosas y estatales. Consecuencia directa de este mandato constitucional es 
que los ciudadanos en el ejercicio de su libertad religiosa cuentan con un dere-
cho a actuar en este campo con plena inmunidad de actuación del Estado (STC 
24/1982 FI 1) cuya neutralidad en materia religiosa se convierte de este modo 
en presupuesto para la convivencia pacífica entre las distintas convicciones re-
ligiosas existentes en una sociedad plural y democrática (art. 1, 1 CE)". Cfr. M. 
T. AREcEs, El principio de laicidad ... , p. 54. 
34. ATC 616/1984, de 31 de octubre FI 3: " ... que la aconfesionalidad del 
Estado no supone una total incomunicación entre él y las diversas confesiones 
religiosas, especialmente la católica, y que en las relaciones de cooperación an-
tes citadas puede encontrase la prestación de asistencia religiosa a las Fuerzas 
Armadas, asistencia que no sólo no determina lesión constitucional, sino que 
ofrece por el contrario la posibilidad de hacer efectivo el derecho de culto a los 
individuos y comunidades". 
35. ATC 180/1986 FI 2, "el carácter aconfesional del Estado no implica 
que las creencias y sentimientos religiosos de la sociedad no puedan ser objeto 
de protección. El mismo art. 16, 3 de la Constitución, que afirma que ninguna 
confesión tendrá carácter estatal afirma también que los poderes públicos ten-
drán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española". Cfr. M. T. 
AREcEs, El principio de laicidad ... , pp. 73-74. 
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nes tan claras, ni permite siempre conocer a priori el resultado de 
su aplicación a un caso concret036 • Este dato en sí mismo ya indu-
ce a cuestionarse el que la laicidad sea una categoría a priori de 
la que puedan extraerse consecuencias jurídicas necesarias en el 
plano jurídic03? • 
Como es sabido, a los principios en general se les ha atribuido 
una función informadora38 , y a la laicidad en particular se le atri-
buye la virtualidad de resolver de manera más profunda y sólida 
la cuestión del fundamento, las garantías y los límites del derecho 
de libertad religiosa39 • En mi opinión, la función jurídica de la lai-
cidad no es propiamente fundamentar la libertad religiosa40 -el 
36. A. OLLERO, Democracia y convicciones ... , pp. 41-42, en nota 17, citan-
do aG. DALLA TORRE, "Identita religiosa, comunita politica e diritto", en F. 
D' AGOSTINO (ed.), Pluralita delle culture e universalita dei diritti, Torino, 
1996, advierte sobre los límites de una afirmación rígida, intransigente, abso-
luta del principio según el cual "todos son iguales ante la ley, sin distinción de 
religión que llevaría a la máxima negación de los objetivos de respeto, en el 
sentido más pleno, a la persona humana en su integridad, que pretendía tutelar-
se invocándolo, al plantearse el reconocimiento de la poligamia o de la mutila-
ción en un marco en el que no encuentra como límite fácil del juego un concep-
to de 'orden público' expresivo de una sociedad culturalmente homogénea" 
(pp. 57-60). Por nuestra parte, pensamos que si en ocasiones puede resultar ne-
cesaria una aplicación flexible de la igualdad ante la ley, con mayor motivo re-
sultaría inadecuada una aplicación rígida e intransigente del principio de laici-
dad, que pretendiera extraer a priori de la sola formulación del principio la 
resolución justa de todos los supuestos que el ejercicio de la libertad religiosa 
plantea en la vida pública. 
37. G. LO CASTRO, Il Diritto laico, en M. TEDESCHI (a cura di),!l principio 
di laicita nello Stato democrático, Messina, 1996, p. 267, sostiene una respues-
ta negativa a esta cuestión. 
38. J. MARTÍNEZ TORRÓN, Religión, Derecho ... , pp. 174 Y ss, siguiendo a 
Viladrich. 
39. M. T. ARECES, El principio de laicidad .. . , pp. 32-33, siguiendo a V. 
REINA; A. REINA, Lecciones de Derecho eclesiástico del Estado, Barcelona, 
1983, pp. 302-303. 
40. En todo caso, la laicidad o la separación Iglesia-Estado es complemen-
to de la libertad religiosa -como sostiene M. HECKEL, Der Einfluss des chris-
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fundamento de ésta, como de todos los derechos humanos es la 
dignidad de la persona41_, ni limitarla, puesto que el único límite 
permitido en la Constitución es el orden público, que habrá de in-
terpretarse de acuerdo con la Ley Orgánica de Libertad religiosa 
y el Convenio Europeo de Derechos humanos42 • En ninguno de 
tlichen Freiheitsverstiindnisses ... , p. 125- pero nunca fundamento de dicha li-
bertad. Por su parte, S. CAÑAMARES ARRIBAS, Libertad religiosa, simbología y 
laicidad del Estado, Pamplona, 2005, pp. 38-39, entiende, que la laicidad po-
sitiva es garantía de la libertad de la libertad religiosa, "de la aplicación de la 
neutralidad religiosa como elemento limitador del ejercicio de la libertad reli-
giosa, surgen abundantes tensiones cuando la utilización de la simbología reli-
giosa se desenvuelve en el ámbito de lo público. Sin embargo, resulta igual-
mente indubitado que en la sociedad del s. XXI el concepto de laicidad ha 
reafirmado sus connotaciones positivas, para pasar a entenderse en términos 
que se traducen, según nuestra jurisprudencia constitucional, no en una indife-
rencia del Estado hacia el fenómeno religioso, sino en garantía estatal para la 
salvaguardia de la libertad religiosa en un régimen de pluralismo confesional. 
Ha quedado superada, por tanto, aquella concepción de la laicidad del Estado 
entendida en términos reduccionistas como radical separación entre el orden 
político y el religioso, o en el mejor de los casos, como indiferentismo religio-
so". 
41. Sobre la dignidad humana como fundamento de los derechos humanos, 
cfr.: C. STARCK, Art. 1, en H.Y. MANGOLDT; F. KLEIN; C. STARCK, Das Bonner 
Grundgesetz, 5. ed., 2004, núm. margo 1-28. Sobre la laicidad como principio 
que obliga a tutelar la dignidad humana, M. LÓPEZ ALARCÓN, Valores religio-
sos y Constitución en una sociedad secularizada, en J. GOTI ORTEÑANA (co-
ord.), Secularización y laicidad en la experiencia democrática moderna, San 
Sebastián, 1996, p. 90, "la laicidad es un principio que vincula y orienta la ac-
tividad política de un Estado, obligándole a tutelar la dignidad de la persona 
humana y promover el libre desarrollo de la personalidad para cooperar al pro-
ceso de humanización de la sociedad querido por la Constitución, en el que 
juega un importante papel la presencia y la realización de la pluralidad de va-
lores que orientan y satisfacen la vida de los ciudadanos. En suma, la seculari-
zación ha potenciado la presencia social de valores ideológicos, sin rechazar 
los valores religiosos, compartiendo unos y otros la nueva actitud laica del Es-
tado español". 
42. Z. COMBALÍA, "Los límites del derecho de libertad religiosa", en 
VY.AA., Tratado de Derecho eclesiástico del Estado, Pamplona, 1994, pp. 471 
Y ss. J. BONET NAVARRO; J. LANDETE CASAS, "Aportaciones desde el Derecho 
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estos textos legislativos, se menciona la laicidad como límite de 
la libertad religiosa. Sí pueden considerarse funciones de la laici-
dad garantizar la autonomía de lo temporal y limitar la coopera-
ción con las confesiones religiosas. 
Se ha puesto de manifiesto que la nota más característica de la 
laicidad es su carácter relaciona}43, ya que su función no puede 
entenderse más que en relación con otros principios. En este sen-
tido, es un principio relativo a otros principios y derechos, y, por 
tanto, no arroja soluciones universalmente válidas. Lo cual no 
significa que pueda usarse de él arbitrariamente44 • Si se pudiera 
utilizar arbitrariamente y ninguno de sus usos fuera incorrecto 
desde el punto de vista jurídico, ya no estaríamos ante un estudio 
científico, sino ideológico, del Derecho y del lenguaje jurídico. 
Como es lógico, los pronunciamientos judiciales no concluyen 
con dudas, sino con decisiones4S, y, por tanto, no puede extraerse 
eclesiástico al concepto constitucional de orden público", en iustel.com Revis-
ta General de Derecho Canónico y Derecho Eclesiástico del Estado, 9 (2005). 
43. Seguimos en este punto a K. SCHLAICH, Neutralitiit als verfassungs-
rechtliches Prinzip, Tübingen, 1972, p. 49. 
44. 1. MARTÍN SÁNCHEZ; G. MORENO BOTELLA, "Laicidad y enseñanza. 
Problemas actuales", en J. GOTI ORDEÑANA (coord.), Secularización y laicidad 
en la experiencia democrática moderna ... , p. 239, "porque aun cuando consti-
tucionalmente, como ocurre en Francia, se adopte el principio de laicidad como 
valor superior del ordenamiento jurídico de un Estado, dicho principio no es 
inmutable sino variable en función de los movimientos, sociales, culturales y 
políticos del momento. La laicidad como tal, como concepto universalmente 
válido, no existe, y su significación y, por tanto, sus consecuencias son distin-
tas dependiendo, incluso, del partido político que ostente el poder de gobierno 
en un determinado momento". No compartimos plenamente la opinión expre-
sada por estos autores . En la nuestra, si un concepto es susceptible de utilizar-
se de modo arbitrario, no es un concepto jurídico, sino más bien un instrumen-
to ideológico. 
45. E. GARCÍA DE ENTERRÍA, "La democracia y el lugar de la ley", en La 
vinculación del juez a la ley. Anuario de la facultad de Derecho de la Univer-
sidad Autónoma de Madrid, 1 (1997), p. 93, "la vinculación del juez a la ley no 
se vulnera ni se reduce por el empleo de los principios generales del Derecho 
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de una sentencia concreta cuáles puedan ser las proposiciones 
normativas en las que se concrete ese carácter relacional. 
Cabe deducir, por tanto, que más allá de las proposiciones ju-
rídicas que formulan la laicidad, tanto a través de afirmaciones 
(fijando que es la laicidad) como de negaciones (delimitando que 
no es la laicidad), no pueden extraerse soluciones imperativas a 
priori de este principio para cada supuesto litigios046 • Dada su na-
turaleza relacional, habrá que examinar en cada caso concreto los 
derechos en conflicto, y decidir en atención a la ponderación de 
bienes en ese determinado supuesto. 
3. FUNCIÓN JURÍDICA DEL PRINCIPIO DE LAICIDAD 
Partimos de que el deber de atenerse al principio de laicidad, 
se atribuye al Estado o a quienes ejercen funciones públicas du-
rante el desempeño de las mismas. Mientras que los poderes pú-
blicos están obligados a la laicidad o neutralidad, los sujetos par-
ticulares no tienen por qué estarlo, ni someter el libre ejercicio 
sus derechos a un simultáneo deber de laicidad47 , aunque lógica-
en el proceso interpretativo, siempre que tales principios se utilicen por juris-
tas expertos y se inserten en el sistema normativo como el aceite que facilita su 
funcionamiento y no como una alternativa o una excepción o ruptura del mis-
mo". 
46. Sobre el carácter necesario de los principios y la naturaleza no necesa-
ria de sus concreciones , véase, por todos, la excelente monografía de K. E . 
HAIN, Die Gründsiitze des Grundgesetzes. Eine Untersuchung zu Art. 79 Abs . 
3 GG, Baden-Baden, 1999, pp. 171 Y ss . La argumentación del autor se refiere 
a los principios en general. 
47. M. T. ARECES, El principio de laicidad ... , pp. 32-33, sostiene, en cam-
bio, que "es evidente que el principio de laicidad, considerado por el propio 
Tribunal Constitucional como un principio inspirador del ordenamiento jurídi-
co español, es de obligado cumplimiento no sólo para los poderes públicos sino 
para los ciudadanos en general" . Esto me parece erróneo, por una parte, aten-
diendo a la teoría general de eficacia de los derechos fundamentales hacia ter-
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mente sí estén obligados al respeto a los derechos fundamentales 
de terceros48 • 
3.1. Función positiva: garantía del principio de autonomía de lo 
temporal 
Cuando hablamos de "función positiva" de la laicidad, no es-
tamos haciendo referencia al hecho de que la jurisprudencia haya 
hablado de laicidad positiva49 o que algún autor la califique de 
"sana laicidad"50 o "laicidad cooperativa" , para distinguirla de un 
laicismo anticlerical, aclarando, que el principio de neutralidad 
no debe suponer una insensibilidad total de la ley respecto al pro-
blema religioso, ni una hostilidad hacia la religión51 . La laicidad 
supone una "autolimitación de la política" , que hace desaparecer 
ceros (Drittwirkung), y también porque no parece que se pueda extraer esta 
conclusión casi de un obiter dictum como este: " ... Podrá existir -no hay incon-
veniente en reconocerlo- una incompatibilidad entre los deberes religiosos en 
cuanto impongan la inactividad laboral y la ejecución del trabajo o el cumpli-
miento de las obligaciones laborales, pero no una coercibilidad contraria al 
principio de neutralidad que debe presidir en la materia la conducta del empre-
sario" (STC 19/1985, de 13 de febrero FJ 2). No obstante, esta misma autora 
concede un papel preponderante al Estado como sujeto del que se predica la 
laicidad, así nos parece entenderlo cuando afirma que "el principio de laicidad 
es en primer lugar una proyección, de los valores superiores que inspiran el or-
denamiento jurídico español, y, en segundo lugar, una consecuencia directa de 
las funciones la Constitución ordena llevar a cabo en materia religiosa a los po-
deres públicos" (M. T. ARECES, El principio de laicidad ... , p. 114). 
48. Sobre el tema de la eficacia hacia terceros de los derechos fundamen-
tales y la libertad religiosa en el seno de las confesiones, cfr. M. J. ROCA, De-
rechosfundamentales y autonomía de las Iglesias, Madrid, 2005 . 
49. La expresión "laicidad positiva" aparece, por ejemplo, en la STS 
128/2001, de 4 de junio, FJ 2 infine. 
50. S. BORDONAL!, "Sulla 'laicita' dell'ora di religione cattolica", en Il Di-
ritto di famiglia e delle Persone, 1989/2, pp. 450-451. 
51. Ibidem, pp. 454-455. G. DE VERGOTTINI, Diritto Costituzionale Compa-
rato, 5" ed., Padova, 1999, p. 448. 
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la antigua identificación con el exclusivismo estatal e introduce 
un concepto de laicidad inspirado en los cánones de la tolerancia 
en un contexto institucional y cultural que exalta el pluralism052 • 
En línea con esta concepción, la doctrina española considera que 
la laicidad no puede entenderse como un concepto negativo de in-
diferencia u hostilidad hacia lo religioso, porque se produciría un 
vacío axiológic053 • Y el Estado necesita de esos valores, éstos for-
man parte de aquellos presupuestos de los que el Estado vive, 
pero que él mismo no puede crear ni suprimir54 • En mi opinión, el 
elemento común ético de la vida social es un presupuesto del Es-
tado que cambia, ciertamente, pero cuyo cambio el Estado no 
puede pretender dirigir ni adoctrinar55 , sin incurrir en una trasgre-
52. S. BORDONALI, "Sulla 'laicita' dell'ora di religione cattolica", cit., pp. 
455-456. 
53. R. NAVARRO-VALLS, "Los Estados frente a la Iglesia", en Anuario de 
Derecho Eclesiástico del Estado, 9 (1993), pp. 17 Y ss., en A. GONZÁLEZ-VA-
RAS IBÁÑEZ, Confesioni religiose, Diritto e Scuola pubblica in Italia, Bologna, 
2005, capítulo I1I, puede verse una buena exposición sobre la discusión acerca 
de este punto en la doctrina italiana. Sobre la necesidad de una fundamentación 
axiológica del Derecho, con carácter general, cfr.: C. STARCK, "Zur Notwendig-
keit einer Wertbegündung des Rechts", en Archiv fur Rechts- und Sozialphilo-
sohpie, 37 (1990), pp. 47 Y ss. 
54. E. W. BOCKENFORDE, "Christentum und politische Kultur. Über das 
VerhaItnis des demokratischen Rechtsstaates zum Christentum. Eine Erkllirung 
des Rates der EKD", en EKD-Hefte, Nr. 63 (1997), p. 21. Con referencia a la 
aplicación de este principio a la escuela, cfr.: A. GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEz, "La 
enseñanza de la religión en las escuelas públicas españolas e italianas: la dife-
rente interpretación jurisprudencial de situaciones semejantes", en Revista Es-
pañola de Derecho Canónico, 62 (2005), pp. 185 Y ss. 
55. En el mismo sentido, S. CAÑAMARES ARRIBAS, Libertad religiosa, sim-
bología y laicidad del Estado, Pamplona, 2005, p. 37, quien entiende que "la 
moralidad pública ha sido concretada por el tribunal constitucional (STC 15 de 
octubre de 1982, FJ 3, BOE 17 nov. 1982) en el denominado elemento ético co-
mún de la vida social. Consecuentemente con este concepto, referido a la vida 
social, la moralidad pública se nos presenta como un elemento variable en el 
espacio y en el tiempo, lo cual exige unas mayores cautelas a la hora de preci-
sar su operatividad como límite al ejercicio del derecho de libertad religiosa, 
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sión de este principio de autonomía de lo temporal, según el cual 
tanto el individuo como la sociedad son libres respecto del Esta-
do y de las Iglesias. 
Ciertamente, esta autonomía de lo temporal producirá en oca-
siones resultados no conformes con las creencias de un individuo 
o con el credo de una religión, pero la verdadera laicidad ha de 
correr ese riesgo, porque el ámbito temporal y la vida pública 
constituyen un "un ámbito con perfiles propios, capaces de con-
dicionar en la práctica esa verdad del hombre de raíz divina"56, no 
sería en cambio una adecuada comprensión de autonomía de lo 
temporal, aquella que considerase que la verdad "laica" del hom-
bre es una verdad contrapuesta a la de origen religioso, y que 
"exigiría la depuración de cualquier elemento que la trascien-
da"57. 
En virtud de la autonomía del Estado respecto de las confesio-
nes, el Derecho del Estado representa para las distintas confesio-
nes y religiones el mismo marco secular de libertad e igualdad en 
orden al desarrollo de la compresión religiosa que cada uno ten-
ga de la libertad58 . Este principio ha llevado a que en Estados 
como la República Federal de Alemania se entienda que el único 
criterio que puede adoptar un Estado neutral en materia religiosa 
respecto de las confesiones es el criterio sociológico, renuncian-
do a juzgar su status jurídico según criterios teológicos de la se-
riedad o la dignidad de su doctrina59, entendiéndose que queda así 
debiéndose evitar, ante todo, que bajo un concepto ético juridificado se puedan 
establecer limitaciones injustificadas a su ejercicio". 
56. A. OLLERO, Derecho a la verdad. Valores para una sociedad pluralis-
ta, Pamplona, 2005, p. 35. 
57 . A. OLLERO, Derecho a la verdad ... , p. 35. En el mismo sentido, G. DA-
LLA TORRE, Lezioni di Diritto ecclesiastico, 2aed., Torino, 2002, pp. 61-62. 
58. M. HECKEL, "Der Einfluss des christlichen Freiheitsversüindnisses auf 
das staatliche Recht", en Essener Gespriiche zum Thema Staat und Kirche, 30 
(1996), p. 89. 
59. Ibidem, p. 121. 
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suprimido el carácter privilegiado del estatuto de las grandes 
Iglesias, y cualquier otra confesión tiene acceso a él60 • 
La laicidad es considerada como garantía complementaria a la 
libertad religiosa, e implica tres aspectos: la libertad del Estado 
respecto de la Iglesia; la libertad de la Iglesia respecto del Estado 
y también la libertad en el plano civil del individuo y de la socie-
dad tanto respecto de la Iglesia y como del Estado en todas las 
cuestiones religiosas61 . La igualdad de trato de todas las confesio-
nes religiosas conduce a una relativización de la relevancia jurí-
dica de sus posiciones teológicas por parte de los poderes públi-
cos. El carácter de verdad que las confesiones cristianas atribuyen 
a la revelación, ya no es tomada como tal por el Estado sino que 
se considera una opinión más en el "mercado de las ideas"62. 
Consecuencias concretas de esta autonomía de lo temporal, 
además de la mencionada supresión del carácter privilegiado de 
una confesión determinada, son, por una parte, la incompetencia 
del Estado para juzgar las doctrinas religiosas. Así, "si el Estado 
entrara a valorar el significado auténtico de un símbolo religioso, 
estaría traspasando los límites de la laicidad"63, ni siquiera se de-
bería hacer prevalecer la interpretación de un tercero sobre la li-
bertad personal64 • Y, por otra parte, el que las normas estatales en 
materia religiosa, por naturaleza inmanentes deben dejar abierta 
60. Ibidem, p. 121. 
61. Ibidem, p. 120. 
62. Ibidem, p. 122. 
63 . S. CAÑAMARES ARRIBAS, Libertad religiosa, simbología .. . , p. 41, citan-
do el Informe de derechos de la persona y de la juventud de Quebec. En rela-
ción con el principio de laicidad y el significado de los símbolos religiosos ex-
puestos en los lugares públicos, especialmente en las escuelas públicas, puede 
verse también A. GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, Confesioni religiose, Diritto ... , ca-
pítulo VII. 
64. S. CAÑAMARES ARRIBAS, Libertad religiosa, simbología ... , p. 40, sos-
tiene este argumento para que la opinión de un tercero que entienda que elfou-
lard islámico atenta contra la igualdad, no prevalezca sobre la libertad perso-
nal de quien desee llevarlo. 
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y proteger la posibilidad de las concepciones trascendentes de las 
religiones; de este modo la inmanencia del Derecho (el relativis-
mo del Derecho del Estado) debe convertirse en garantía y protec-
ción de la trascendencia y la aspiración de verdad absoluta inmer-
sa en las religiones65 • Como parte de esa apertura, se manifiesta el 
que la libertad religiosa negativa (derecho a no profesar ninguna 
religión y a abandonar la confesión a la que se pertenezca) no con-
cede la facultad de impedir que otros la profesen66 • 
3.2. Función negativa: límite de la cooperación 
con las confesiones 
La laicidad como límite al derecho de libertad religiosa requie-
re tener presente que si bien el Estado debe ser neutral, corres-
ponde a la persona (y a las confesiones religiosas) la titularidad 
del derecho de libertad religiosa. En consecuencia, la laicidad es 
un mandato negativo que no deben traspasar los poderes públicos 
tanto por lo que se refiere al respeto de la libertad religiosa nega-
tiva de los sujetos67 , como a la libertad religiosa positiva, y que se 
expresa en el sentido de que la laicidad es un límite a la coopera-
ción con las confesiones68 • Sería, en cambio, erróneo considerar 
65. M. HECKEL, Der Einjluss des christlichen Freiheitsverstiindnisses ... , p. 
129. 
66. Ibidem, p. 126. 
67. STC 117/1996, de 13 de mayo,FJ 10, las Fuerzas Armadas están en ta-
les casos vinculadas negativamente por el mandato de neutralidad en materia re-
ligiosa del arto 16,3 de la CE. Cfr. M. T. ARECES, El principio de laicidad ... , p. 54. 
68. P. J . VILADRICH, "El principio de cooperación entre el Estado español y 
las confesiones religiosas en la Constitución española de 1978", en Il Diritto 
eclesiástico (1987), pp. 169 Y ss. J. FERRER ORTIZ, Laicidad del Estado y coo-
peración ... , pp. 237 Y ss. M. T. ARECES, El principio de laicidad ... , p . 120. A. 
CASTRO JOVER, "Laicidad y actividad positiva de los poderes públicos", en ius-
tel.com, Revista General de Derecho Canónico y Derecho Eclesiástico del Es-
tado , 3 (2003). 
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que la laicidad es un pretendido deber de la persona, cuando ésta 
es titular del derecho de libertad religiosa. Tal error ha sido cali-
ficado como "imperativo laicista", entendido como la idea de que 
"cada cual debe replegar sus convicciones religiosas al ámbito de 
lo privado, mientras que el ámbito de lo público debería ser abso-
lutamente ajeno a la incidencia de cualquier criterio que pueda re-
sultar sospechoso de parentesco confesional"69. 
La laicidad como límite a la cooperación hace referencia a las 
relaciones institucionales entre los poderes públicos y las confe-
siones, e implica que ambas esferas han de respetar su mutua in-
dependencia dentro de sus propios asuntos70 • No sería una ade-
cuada interpretación de la laicidadcomo límite a la cooperación, 
pretender el rechazo por principio de cualquier ética pública que 
tenga algún elemento coincidente con una ética confesionaFI. 
Este fenómeno ha sido calificado en Naciones Unidas como "cris-
tianofobia". Describiendo el concepto de "cristianofobia", se se-
ñala que una de las formas contemporáneas de discriminación 
contra los cristianos es "una cierta forma de laicidad" especial-
mente en Europa que consiste en el "miedo a permitir que la reli-
gión juegue un papel en la vida pública"72. De donde se concluye 
"la necesidad de ejercer una vigilancia particular de la aplicación 
del principio del laicismo, para no generar o legitimar nuevas for-
69. A. OLLERO, Democracia y convicciones ... , p. 16. 
70. A. MoTILLA, "Concepto y régimen jurídico de las entidades religiosas", 
en VV.AA., La libertad religiosa a los veinte años de su ley orgánica, Madrid, 
1999, p.25. 
71. J. A. SOUTO PAZ, "La laicidad en la Constitución de 1978", en VV.AA., 
Estado y Religión: proceso de secularización y laicidad. Homenaje a D. Fer-
nando de los Ríos, Madrid, 2001, pp. 215 Y ss. ha puesto de manifiesto que 
cualquier fundamentación ética tiene su apoyo en algún tipo de creencias . 
72. E/CNAI2005/18/AddA, Informe del Sr. Doudou Diene, Relator espe-
cial sobre las formas contemporáneas de racismo, discriminación racial, xeno~ 
fobia y formas conexas de intolerancia. Adición sobre la "Difamación de las re-
ligiones y combate global contra el racismo: antisemitismo, cristianofobia e 
islamofobia" , p. 19. 
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mas de discriminación y, sobre todo, no obstaculizar la plena par-
ticipación en la vida pública de los creyentes practicantes de las 
diferentes religiones"73. 
A lo que se opone la laicidad, es, por una parte, a la pretensión 
de imponer los valores religiosos en la vida pública, sin atenerse 
al procedimiento de discusión que permite el acceso de cualquier 
tipo de valores en ámbito públic074 . Y, por otra parte, al intento de 
que toda exigencia ética privada encuentre asiento en el ámbito 
públic075 . Igualmente incompatible con la libertad religiosa sería 
restringir la aportación al ámbito de lo público de convicciones 
éticas privadas, cuando las proponen personas ligadas a determi-
nados credos confesionales que cuenten con un magisterio con 
autoridad sobre sus creyentes 76. Si se permitiera esta errónea in-
terpretación de la laicidad, en realidad esta pretendida neutralidad 
más que un límite a la cooperación sería un obstáculo al pluralis-
mo77 , cuando el Te ha expresado en distintas ocasiones la estre-
73. E/CN.4/2005/18/Add.4, p. 19. 
74. A. OLLERO, Democracia y convicciones ... , pp. 57-58, lo lógico, resulta 
permitir a los ciudadanos "presentar lo que consideran la base de los valores 
políticos arraigada en su doctrina comprehensiva, mientras lo hagan por vías 
que robustezcan el ideal de la razón pública". A. GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, 
Confesioni religiose, Diritto ... , apartado 3.4.4, fundamenta sobre las aportacio-
nes de la doctrina italiana 
75. A. OLLERO, Democracia y convicciones ... , p. 73, ello descarta las pre-
tensiones del integrismo, para el que todos los mandatos de la divinidad habrí-
an de verse jurídicamente respaldados. 
76. A. OLLERO, Democracia y convicciones ... , pp. 55-56. 
77. A. OLLERO, Derecho a la verdad ... , p. 39, "el laicismo acaba teniendo 
un resultado paradójico, pues se hace incompatible con el pluralismo democrá-
tico. El pluralismo surge del contraste de las opiniones de todos, y no de la pre-
via imposición de criterios presuntamente neutrales, desde los que se discrimi-
na a los presuntamente contaminados". A. GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, 
Confesioni religiose, Diritto ... , apartado 3.4.4, fundamenta, sobre las aporta-
ciones de la doctrina italiana, la imposibilidad de que el Estado imponga unos 
determinados contenidos (también morales) en las escuelas, convirtiéndose en 
un "Stato etico". 
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cha relación entre el carácter aconfesional del Estado y el plura-
lismo religioso y moraF8. Incluso se ha sostenido que el pluralis-
mo no es ya un dato sociológico sino un imperativo ético obliga-
d079 • 
Ciertamente, en esta concepción laicista no estaríamos ya en el 
plano de la defensa de la autonomía de lo temporal, de la no iden-
tificación de los poderes públicos con una determinada religión, 
sino en el intento de separar el Derecho y la Moral con la excusa 
de la laicidad80 . En este sentido, puede decirse que en la medida 
78. STS, de 14 de abril de 1998, Fundamento de Derecho 1: "El carácter 
aconfesional del Estado español declarado en el arto 16 de la Constitución, pro-
pugna una situación de pluralismo religioso y moral, que impone el máximo 
respeto hacia las diferentes creencias y conciencias, lo que determina como ha 
señalado el Tribunal Constitucional en sus Sentencias de 13 de febrero de 1981 
(STC 5/1981), y 13 de mayo de 1982 (STC 24/1982), el reconocimiento del de-
recho de todos los ciudadanos a actuar en este campo con plena inmunidad de 
coacción del Estado, su no-discriminación de trato jurídico por razón de sus ac-
titudes religiosas y la neutralidad ideológica de todas las instituciones públi-
cas". Se trataba de un recurso interpuesto contra las materias alternativas a la 
enseñanza de la religión. Por su parte, la Corte italiana entiende que "el princi-
pio de laicidad como emerge de los arts . 2, 3, 7,8,19 Y 20 de la Constitución 
implica no indiferencia del Estado ante las religiones, sino garantía del Estado 
de la salvaguardia de la libertad religiosa, en régimen de pluralismo confesio-
nal y cultural". L. MUSSELLI, "Comentario a la Sentencia de la Corte Constitu-
cionalltaliana de n. 203, de 12 de abril de 1989", en Giurisprudenza Costitu-
zionale (1989/1), pp. 890 y ss. cit de la p. 899. C. DANIELLE, "Comentario a la 
Sentencia de la Corte Constitucional Italiana de n. 203, de 12 de abril de 
1989", en Rivista delta Scuola (198911), pp. 405 y ss. cit. de la p. 407. Otro co-
mentario a esta sentencia también puede verse en N. COLAIANNI, "11 principio 
supremo di laicita dello Stato el' insegnamento della religione católica" , en Il 
Foro italiano, 1(1989), pp. 1333 y ss. 
79. A. OLLERO, Democracia y convicciones ... , p. 61. En nuestra opinión, el 
término correcto aquí sería pluralidad, no pluralismo, cfr. M. J. ROCA, "Pro-
puestas y consideraciones criticas acerca de los principios en el Derecho ecle-
siástico", en Anuario de Derecho Eclesiástico de Estado, vol. 17 (2001), p. 21, 
siguiendo en este punto a J. FORNÉS, "Pluralismo y fundamentación ontológica 
del Derecho", en La Ley, 2 (1981), p. 896. 
80. A. OLLERO, Democracia y convicciones ... , p. 13. 
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en que el Estado laico, o el principio de laicidad, sean entendidos 
como la asepsia de cualquier valor religioso, se percibe la seme-
janza entre el concepto de laico, que se va extendiendo en el uso 
común del lenguaje, y al que se hacía referencia al comienzo de 
este trabajo (apartado 1.), y esta concepción de la laicidad que, en 
realidad, supone una opción del Estado por la libertad religiosa 
negativa. Si este uso del término "laicidad" -que viene a coinci-
dir sustancialmente con lo que Naciones Unidas identifica como 
"cristianofobia"-llega a ser el prevalente, será necesario expre-
sar el contenido y la función jurídica de la laicidad con otro tér-
mmo. 
4. "TEORÍA" y "PRÁCTICA" DE LA LAICIDAD 
Con frecuencia, se ha venido explicando el principio de laici-
dad a nivel teórico, como la radical incompetencia del Estado 
para concurrir con sus ciudadanos a la hora de emitir un acto de 
fe. De ahí algunos han pasado a postular también la incompeten-
cia del Estado para definir conceptos como religión, confesión re-
ligiosa, o fines religiosos, tanto da que se exprese el término en 
forma sustantivada o adjetivada8!; se trataría en todo caso de re-
mitir a la sociedad la definición de un concepto en su acepción ju-
rídica82 • 
Que el Estado se arrogue el derecho de definir semánticamen-
te y jurídicamente la categoría "religión" resulta excluido del 
principio de incompletezza que impone por el contrario la inte-
gración de la dimensión ordinamental del fenómeno religioso y 
81. Sobre el concepto de confesión, cfr. A. MOTILLA, El concepto de con-
fesión religiosa en el Derecho español, Madrid, 1999. 
82. E. RELAÑO, La protección internacional de las minorías religiosas, 
Madrid, 2003, pp. 77 Y ss. remite a este criterio subjetivo al tratar del concepto 
de "minoría religiosa". 
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su expresión . ordinamental en la dinámica de la génesis de las 
normas83 • Esto no debe interpretarse como una manifestación de 
jurisdiccionalismo, sino, al contrario, como una manifestación 
del proceso de unificación de la experiencia jurídica consiguiente 
a la crisis de la soberanía84 • Sin embargo, se admite al mismo 
tiempo que el problema de la autocalificación en todo caso debe 
encontrarse sometido al límite de los otros valores constituciona-
les85 • 
No obstante, se afirma a la vez con carácter general la compe-
tencia del Estado para regular la dimensión social del factor reli-
gioso. Si el Estado puede regular las relaciones jurídicas deriva-
das de la presencia del fenómeno religioso en la sociedad, y debe 
otorgarles un tratamiento específico para respetar la libertad hu-
mana del modo más adecuado a ese fenómeno, entonces no se en-
tiende cómo el Estado es incompetente para delimitar en el ámbi-
to jurídico qué sea lo religios086 • El gobierno francés, después de 
algunas vacilaciones ha declarado por su cuenta como interlocu-
tor válido a los poderes fácticos del Islam en Francia. Esto es una 
muestra -a juicio de Robbers- de que algún tipo de intervención 
en asuntos religiosos, incluso en un Estado neutral, y precisamen-
te por su neutralidad no es del todo evitable87 • 
Sin la identificación de lo religioso en la sociedad -porque ello 
iría en contra de la laicidad del Estado- difícilmente podrá otor-
83. M. RICA, Metamorfosi della sovranita e ordinamenti confessionali. 
Profili teorici dell'integrazione tra ordinamenti nel diritto eclesiástico italia-
no, Torino, 1999, p. 308. 
84. Ibidem, pp. 308-309. 
85. Ibidem, p. 309. 
86. En la monografía de S. MUCKEL, ReligiOse Freiheit und staatliche Letz-
tentscheidung. Die verfassungsrechtlichen Garantien religioser Freiheit unter 
verilnderten gesellschaftlichen Verhilltnissen, Berlin, 1997, se sostiene --en mi 
opinión con acierto- que corresponde al Estado en último término decidir so-
bre la relevancia jurídica del factor religioso en sus distintas manifestaciones. 
87. G. ROBBERS, "Staat und Religion", cit., p. 255. 
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gársele un tratamiento específico; especificidad que se reclama, 
por parte de un sector de la doctrina, como el modo más idóneo 
para la garantía de la libertad religiosa como derecho fundamen-
tal de la persona. Y que, por parte de otro sector doctrinal, se con-
sidera más o menos denostable ese tratamiento diferenciado. Pero 
en todo caso, esa especificidad (del factor religioso en la sociedad 
y de su consiguiente regulación jurídica) constituye un elemento 
determinante a la hora de la configuración del principio de laici-
dad. Sin un concepto de religión, siquiera sea de modo impreciso 
y aunque sea con una marcada referencia sociológica, es muy di-
fícil -si no abiertamente imposible- un concepto de laicidad. 
En nuestro entorno cultural, cabe la conceptuación por analo-
gía, que es lo que se hace en Estados Unidos88 • Religión es aque-
llo que guarda analogía con los fenómenos considerados tradicio-
nalmente como religión. Este modo de proceder se justifica en 
que la legítima formación de conceptos jurídicos debe aceptar y 
adecuarse a la realidad prejurídica de la religión, y en que las es-
tructuras dogmáticas del Derecho deben respetar las instancias 
jurídicas, asumiendo su responsabilidad propia89 • Los contenidos 
de la fe deben hacer referencia a las cuestiones últimas de la vida 
humana y tener para los creyentes un valor de gran importancia 
de carácter íntimamente personal90 • Sólo como elemento de con-
firmación busca el Derecho la semejanza con las religiones tradi-
cionales en lo que se refiere a signos formales o a organización91 • 
El entendimiento que del concepto de religión tenga el titular del 
derecho de libertad religiosa es un elemento esencial de la forma-
88. G. ROBBERS, "Staat und Religión", en Veroffentlichungen der Vereini-
gung der Deutschen Staatsrechtslehrer, 59 (2000), p. 236. A. M. VEGA GUTIÉ-
RREZ, "Una aproximación al concepto jurídico de religión en la jurisprudencia 
norteamericana" , en iustel.com, Revista General de Derecho Canónico y De-
recho Eclesiástico del Estado, 1 (2003). 
89. G. ROBBERS, "Staat und Religion", cit., p. 236. 
90. Ibidem, p. 236. 
91. Ibidem, p. 236. 
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ción del concepto orientado a la libertad92 • La importancia de este 
respeto radica en que una situación estable en materia religiosa 
dentro de un Estado, es de interés para la paz del propio Estad093 • 
En suma, a nivel teórico la laicidad del Estado supone el reco-
nocimiento del fenómeno religioso como un fenómeno distinto 
de otros factores sociales (lo que supone la apertura a la trascen-
dencia dentro del Derecho secular), que sin ser competencia del 
Estado regularlo en su totalidad, no deja de tener aspectos con 
implicaciones jurídicas en las que el poder público intervine, en 
la medida en que resulta necesario para el mantenimiento de la 
paz. Las intervenciones del Estado a nivel práctico tienen dos ma-
nifestaciones: la regulación con carácter general (apartado 4.1.) y 
la resolución de conflictos concretos (apartado 4.2.). 
4.1. La laicidad y el debate del Derecho común versus Derecho 
especial en la regulación de las confesiones 
En estrecha conexión con el principio de laicidad ha sido de-
batido tradicionalmente la conveniencia o no de que el factor re-
ligioso sea regulado mediante el recurso a un Derecho especial (y 
dentro de éste un Derecho paccionado )94, o si resulta preferible la 
vía del Derecho común95 ; así como la conveniencia de que las 
92. Ibidem, p. 236. 
93. Ibidem, p. 237, las nuevas religiones necesitan un control sobre su ca-
pacidad de integración. La fuerte y larga presencia del Islam en Europa, alcan-
za el necesario peso cultural a nivel estatal. La multiplicidad de nuevas comu-
nidades religiosas recientemente fundadas parecen más bien un fenómeno 
efímero. 
94. R. NAVARRO-VALLS, "Algunas claves en las relaciones Iglesia-Estado", 
en Anales de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación (2000), pp. 
189-190. 
95. Critica el empleo de esta expresión con fundadas razones, J. MARTÍNEZ 
TORRÓN, "Concordato, cooperación, e igualdad. La cooperación del Estado es-
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confesiones sean tratadas como una asociación más, dentro de la li-
bertad general de asociación, o como personas jurídicas con un tra-
tamiento específico. En la base de la argumentación a favor de una 
u otra opción radica de modo latente o manifiesto la consideración 
de que el Derecho especial (y la categoría de confesión religiosa 
como persona jurídica de estatuto distinto a las asociaciones comu-
nes) vendría a ser un trato más favorable a las confesiones que el 
Derecho común96 • Tal consideración favorable sería, por princi-
pio, una lesión de la laicidad del Estado. Así, se ha sostenido que 
un separatismo more USA sería más apto para garantizar el prin-
cipio de laicidad y neutralidad, cuya exigencia principal sería el 
pañol con las confesiones religiosas a la luz del vigente sistema de acuerdos 
con la Iglesia católica", en J. M. V ÁZQUEZ GARcfA-PEÑUELA (ed.), Los concor-
datos: pasado y futuro. Actas del simposio internacional de Derecho concor-
datario. Almería 12-14 de noviembre de 2003, Granada, 2004, p. 473 . No obs-
tante, aquí se sigue utilizando, porque de momento la doctrina no ha propuesto 
otra mejor. 
96. Se muestran partidarios del régimen común de asociaciones a tenor del 
régimen vigente en nuestro Derecho, J. A. SOUTO PAZ, "Análisis crítico de la 
ley de libertad religiosa", en Laicidad y libertades (2000), pp. 52 Y ss. IDEM, 
Comunidad política y libertad de creencias ... , p. 514. J. R. POLO SABAU, "Aco-
taciones al régimen jurídico de las entidades religiosas a la luz de la garantía 
constitucional de la libertad de asociación" , en Cuadernos de Derecho Públi-
co, 18 (2003), pp. 143 Y ss. Y pp. 160-161. A. J. GÓMEZ MONTORO, "Veinticin-
co años de derecho de asociación", en Revista de Derecho Político, 58-59 
(2003-2004), p. 245, entiende que también las comunidades religiosas se inclu-
yen dentro del derecho de asociación, y, a pesar de sus peculiaridades, tienen 
su régimen general en el art. 22 de la Constitución. A juicio de este autor, de 
este derecho en su dimensión colectiva se deriva la autonomía organizativa y 
normativa de las asociaciones (p. 260) . J. M. CONTRERAS MAZARIO, "La nueva 
ley del derecho de asociación y la adquisición del estatuto jurídico de confe-
sión religiosa en el ordenamiento español", en Revista General de Derecho Ca-
nónico y Eclesiástico del Estado, iutel.com., 3 (2003), p. 23, sostiene que la 
aplicación del régimen común del derecho de asociación, supone que no es po-
sible el control material de la inscripción en el registro, ya que ello iría en con-
tra del arto 22 de la Constitución. Este autor critica que una ley, que trata de es-
tablecer principios comunes para todas las asociaciones, establezca luego 
diferencias de trato entre ellas (p. 26). 
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sometimiento generalizado del hecho religioso -individual y co-
lectivo- a la normativa de Derecho común97 • 
Pues bien, en mi opinión ambas premisas se encuentran hoy 
necesitadas de una nueva ponderación en la realidad jurídica de 
los Estados de nuestro entorno. Por una parte, ciertamente, pare-
ce que en la República italiana, el recurso a las intese con el Es-
tado, es un modo de huida del derecho común por parte de las 
confesiones98 • En cambio, para otros autores, el Derecho común 
italiano es más favorable a la libertad que el Derecho pacticio in-
troducido supuestamente para una mejor garantía de la libertad, 
pero que en ocasiones adolece de ciertos prejuicios99 • 
Sin embargo, en Francia, la República laica quizá más carac-
terística, sigue en vigor el Concordato de Alsacia y Lorena firma-
do durante la época en que estos territorios pertenecieron al Im-
perio alemán (l871-1918)1°O. El empleo de acuerdos con los 
poderes públicos no es sólo una reminiscencia histórica, reciente-
97. R. NAVARRO-VALLS, "Algunas claves en las relaciones Iglesia-Esta-
do", en Anales de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación (2000), 
pp. 191-192, siguiendo a J. Martínez Torrón. 
98. Sobre la laicidad y el Derecho común o derecho especial en Italia, cfr. 
P. BELLINI, "Verso un nuevo laicismo: per una legge comune sul 'fatto religio-
so' en Nuove prospettive per la legislazione eclesiástica", en Atti del JI Con-
vengo nazionale di diritto eclesiástico, Siena, 27-29 novembre 1980, Milano, 
1981, p: 167. Por su parte, N. COLAIANNI, "Le intese con i Buddhisti e i Testi-
moni di Gehova", en Quaderni di Diritto e Politica Ecclesiastica, 2 (2000),p. 
490, sostiene que aunque en principio las intese nacieron para garantizar las es-
pecificidades propias de cada confesión, a la vista de la repetición de sus con-
tenidos, más bien acaban extendiendo la disciplina común a nuevas confesio-
nes. 
99. F. FINOCCHIARO, "Aspetti pratici della liberta religiosain uno Stato in 
crisi", en 11 Diritto ecclesiastico (2001), pp. 20-21 
100. J. GAUDEMET, "Le concordat dans la Republique lalque", en Anuario 
de Derecho Eclesiástico del Estado (1992), p. 151, lo cual supone que en Fran-
cia, el nombramiento de algunos obispos continúa haciéndolo el jefe del Esta-
do francés. 
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mente la Generalitat de Cataluña lO1 ha firmado un acuerdo con al-
gunas confesiones religiosas minoritarias 102 y con la liga laicis-
ta 103. De ahí que se haya dicho por N avarro-Valls que "el sistema 
bilateral de fuentes no sería una manifestación de un 'pluriconfe-
sionalismo laico' más o menos solapado: sería, simplemente, in-
corporar al notable censo de los centros generadores de derecho 
de la sociedad contemporánea ( ... ) también a las confesiones"l04. 
Por lo que se refiere a la consideración de que las confesiones 
religiosas deberían ser asociaciones sometidas al régimen común, 
conviene advertir, que incluso los autores que defienden esta con-
cepción, afirman que en ningún caso este régimen común podría 
ir en merma de su autonomía. Pues bien, en mi opinión, si el bien 
jurídico que se debe proteger de modo prioritario es su autonomía 
y una determinada confesión tiene un desarrollo social y una re-
levancia pública que la distinguen de Jacto de las asociaciones 
comunes, nada hay en principio que impida que se le aplique un 
régimen especial, acorde con esa relevancia pública. 
Por otra parte, es cierto que hoy no puede partirse en todos los 
Estados de nuestro entorno cultural de igual relevancia pública de 
10 1. No parece una institución sospechosa de estar próxima a planteamien-
tos de confesionalidad, si se atiende a al valor que se le otorga a la laicidad en 
el proyecto de Estatuto, cuya discusión se encuentra en curso de discusión par-
lamentaria. Para una crítica de la escuela laica, tal como se recoge en el Esta-
tuto, puede verse el Voto Particular que formula el Consejero D. Agustí Bassols 
Parés al Dictamen emitido por el Consejo Consultivo de la Generalidad de Ca-
taluña, núm. 269, de l.IX.2005, en iustel.com., el 13.1X.2005. 
102. A. SEGLERS GÓMEZ-QUINTERO, "El convenio de colaboración entre la 
Generalitat de Catalunya y la Comnunitat local Bahil'i de Barcelona", en ius-
tel.com Revista General de Derecho Canónico y Derecho Eclesiástico del Es-
tado , 9 (2005). 
103. A. SEGLERS GÓMEZ-QUINTERO, "El convenio de colaboración entre la 
Generalitat de Catalunya y la Liga por la laicidad", en iustel.com, Revista Ge-
neral de Derecho Canónico y Derecho Eclesiástico del Estado, 8 (2005). 
104. R. NAvARRo-VALLs , "Algunas claves en las relaciones Iglesia-Esta-
do", en Anales de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación (2000), 
pp. 193-194. 
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las confesiones. Ahora bien, algún autor entiende que la justifica-
ción de las normas concordatarias no radica tanto en la existencia 
de dos ordenamientos jurídicos autónomos e independientes en-
tre sí, cuanto en los principios de solidaridad y subsidiariedad, 
desde los cuales tanto el Estado como las confesiones deben tra-
bajar en desarrollo de la persona humana. Al considerar este au-
tor la centralidad de la persona en el Derecho, le parece inadecua-
do que se ponga el acento en la dimensión institucional, a la que 
necesariamente remite el fenómeno concordatario 105 • 
En consecuencia, cabe concluir que allí donde haya un Dere-
cho que anteponga los derechos fundamentales de la persona a 
los fines políticos del Estado, y donde no prevalezca la igualdad 
hasta el punto de hacer la libertad irrelevante 106 , no aparece obs-
táculo alguno, para la existencia de un régimen especial en el tra-
tamiento del factor religioso. Con ello no estamos afirmando que 
el régimen especial sea siempre preferible al común; sólo se pre-
tende argumentar que no puede excluirse a priori como "lesiona-
dor de la laicidad" . 
4.2. Relevancia objetiva del ejercicio de la libertad religiosa 
subjetiva 
Conviene advertir que la libertad subjetiva tiene siempre re-
percusiones objetivas. De ahí que el ejercicio individual de la li-
bertad religiosa acabe teniendo repercusiones en la vida social. 
Sólo desde una idea de la conciencia en la que ésta apareciera 
105. A. BETIETINI, "Hacia una reconsideración de la naturaleza jurídica de 
los concordatos a la luz de los principio de solidaridad y subsidiariedad", en J. 
M. V ÁZQUEZ GARCÍA-PEÑUELA Ced.), Los concordatos: pasado y futuro. Actas 
del simposio internacional de Derecho concordatario. Almería 12-14 de no-
viembre de 2003, Granada, 2004, p. 173. 
106. A. OLLERO, España: ¿un Estado laico? ... , pp. 42-43. 
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como la envoltura protectora de la subjetividad bajo la que el 
hombre se puede cobijar y ocultar de la realidad; sólo cuando la 
conciencia se convierte en subjetividad que no quiere verse cues-
tionada y es instrumento del conformismo social, para posibilitar 
la convivencia entre las diferentes subjetividades; sólo cuando el 
hombre es reducido a su convicción superficial, y cuanta menos 
profundidad tenga, tanto mejor para él; sólo entonces, desaparece 
el deber de buscar la verdad y las dudas sobre la actitud y las cos-
tumbres dominantes lO7 • Basta en tal caso el conocimiento logrado 
por uno mismo y la adaptación a los demás, y ahí ya el ejercicio 
de la libertad de conciencia no tiene repercusión objetiva alguna. 
Pero mientras haya hombres que consideren su conciencia como 
la apertura al fundamento que los sostiene y la fuerza para perci-
bir lo supremo y lo esencial en la vida, el ejercicio de la libertad 
tendrá manifestaciones objetivas, y algunas de ellas llegarán a ser 
relevantes en la vida pública. 
La dogmática de los derechos fundamentales viene recono-
ciendo, la dimensión objetiva de la libertad religiosa, entendien-
do que es el valor que el ordenamiento jurídico asume como pro-
pio, para una mejor garantía del ejercicio del derecho subjetivo 
individual. Pues ésta sería, en mi opinión, la adecuada ubicación 
de la laicidad en nuestro Derecho lO8 : la vertiente objetiva del de-
recho subjetivo de libertad religiosa. 
5. SíNTESIS CONCLUSIVA 
El contenido de la laicidad, fijado en las proposiciones norma-
tivas que ha ido elaborando la jurisprudencia constitucional, se 
107. J. RATZINGER, Verdad, valores , poder. Piedras de toque de la sociedad 
pluralista, Madrid, 1995, p. 49 . 
108. M. J. ROCA, Propuestas y consideraciones criticas acerca de los prin-
cipios ... , pp. 25 Y ss. 
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mantiene en la indeterminación propia de un principio, y dentro 
de una norma (la Constitución) que tiene carácter de "marco del 
ordenamiento jurídico"I09. Por ello, no resulta posible extraer a 
priori, de este principio soluciones jurídicas necesarias e impera-
tivas para todo supuesto conflictivo concreto. De ahí, que deba 
dejarse a la prudencia iuris del juez la ponderación de los bienes 
jurídicos pretendidamente lesionados, con preferencia a la regu-
lación mediante leyes. De igual modo, resultaría inadecuada la 
exclusión, por pretendidamente lesivo de la laicidad, de la regu-
lación específica del fenómeno religioso. 
Siendo la laicidad un principio al que está obligado el poder 
público, pero no los sujetos titulares del derecho de libertad reli-
giosa, resulta incorrecta la consideración de la laicidad como lí-
mite de la libertad religiosa subjetiva. Por el contrario, el ejerci-
cio de la libertad religiosa subjetiva producirá con frecuencia 
conductas con repercusiones objetivas. La función jurídica de la 
laicidad no es eliminar cualquier relevancia pública del ejercicio 
de la libertad, sino servir de garantía a la autonomía de lo tempo-
ral, y de límite a la cooperación con las confesiones. 
109. Sobre el carácter marco de la norma constitucional, cfr. C. STARCK, 
"Die Verfassungsauslegung", en J. ISENsEE; P. KIRCHHOF (Hrsg.), Handbuch 
des Staatsrechts, der Bundesrepublik Deutschland, VII ., 1992, § 164, pp. 189 
Y ss. 
